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Sobre: Cobro de 

Dinero  

Panel integrado por su presidente, el Juez Flores 

García, la Juez Lebrón Nieves, y el Juez Cancio Bigas 

y.1 

 

Flores García, Juez Ponente  

 

RESOLUCIÓN 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 6 de julio de 2017. 

El 22 de junio de 2017 compareció ante nosotros la 

la parte peticionaria, Isabel Quílez Velar, mediante 

este recurso discrecional de certiorari, y solicitó 

nuestra intervención a los fines de revocar una Orden 

emitida por el Tribunal de Primera Instancia. 

Por medio de la referida orden, el foro primario 

denegó una solicitud de paralización del descubrimiento 

de prueba en este caso, promovida por la parte 

peticionaria. El 5 de julio de 2017 compareció 

nuevamente la parte peticionaria, pero esta vez, por 

medio de una moción en auxilio de jurisdicción, para 

solicitar que ordenemos la paralización de los 

procedimientos del caso ante la primera instancia 

judicial. 

                                                 
1 Mediante la Orden Administrativa TA-2017-130 se asignó a la Juez 

Lebrón Nieves en sustitución de la Jueza Domínguez Irizarry. 



 
 

 
KLCE201700951 

 

2 

Hemos deliberado los méritos del recurso y 

concluimos no expedir el auto solicitado, y la 

paralización solicita. A pesar de que esta segunda 

instancia judicial no tiene que fundamentar su 

determinación al denegar un recurso de certiorari, o la 

denegatoria de un remedio en auxilio de jurisdicción, en 

ánimo de que no quede duda en la mente de las partes 

sobre los fundamentos al denegar ejercer nuestra 

facultad revisora, abundamos. Pueblo v. Cardona López, 

2016 TSPR 209, 196 DPR___ (2016); García López y otros 

v. E.L.A., 185 DPR 371, 378 (2012); Regla 52.1 de las 

Reglas de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 52.1; 

Regla 79 (A) del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 

4 LPRA Ap. XXII-B, R. 79 (A). 

En este caso, la parte recurrida, Totti & Rodríguez, 

PSC, presentó una demanda de cobro de dinero en contra 

de la parte peticionaria. Esta última contestó la 

demanda, y presentó una reconvención en contra de la 

primera parte. Las partes comenzaron el descubrimiento 

de prueba. 

Luego de varios trámites, la parte peticionaria 

presentó una “Solicitud Urgente de Orden de Paralización 

de Descubrimiento de Prueba”. En su escrito, alegó que 

la parte recurrida le sirvió de representante legal en 

otro caso que aún está pendiente ante el foro primario. 

Manifestó, que la parte recurrida renunció a 

representarle en aquel caso, y ahora le exige el pago de 

ciertos honorarios de abogados. Añade, que la parte 

recurrida tiene la intención de divulgar confidencias 

obtenidas bajo el “manto del privilegio de abogado 

cliente” en el primer caso. Argumentó que de quedar 

descubierta la información privilegiada, le causaría 
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“daños irreversibles e irreparables” en el otro caso, 

que se encuentra activo, y tiene vista evidenciaria 

desde el 7 al 14 de julio del corriente año. En 

particular, asegura que la parte recurrida “se propone” 

divulgar tales confidencias a las partes contrarias en 

el otro caso, lo que “afectaría” su defensa en aquella 

contienda. A base de lo anterior, solicitó al foro 

primario la paralización del descubrimiento de prueba en 

este litigio, para de esa forma, impedir que la parte 

recurrida pueda beneficiarse de “divulgar las 

confidencias de su ex cliente”. El tribunal recurrido, 

mediante orden, denegó la moción de paralización 

presentada. 

Inconforme, la parte peticionaria acude ante este 

foro apelativo, y nos solicita la revocación de la acción 

judicial de denegar la paralización del descubrimiento 

de prueba en este caso. 

Luego de evaluar detenidamente el expediente 

apelativo ante nuestra consideración, no encontramos 

indicio de que el foro recurrido haya actuado de forma 

arbitraria, caprichosa, o haya abusado al ejercer su 

discreción. Trans-Oceanic Life Ins. v. Oracle Corp., 184 

DPR 689, 709 (2012); Lluch v. España Service, 117 DPR 

729, 745 (1986).  

En este caso, la parte peticionaria aduce como 

pretexto para solicitar la expedición de este recurso 

extraordinario una situación hipotética. Esto obedece a 

que aún no sabemos si, efectivamente, la parte recurrida 

divulgará la información privilegiada aducida por la 

parte peticionaria. De cualquier manera, la parte 

peticionaria no quedará desprovista de remedio alguno, 

pues podrá objetar la presentación de la información 
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protegida por el privilegio evidenciario. Inclusive, el 

asunto podrá ser revisado en el recurso de apelación 

correspondiente. 

Por último, no identificamos fundamentos jurídicos 

que nos muevan a expedir el auto de certiorari 

solicitado, conforme a los criterios que guían nuestra 

discreción para ejercer nuestra facultad revisora en 

este tipo de recurso. Regla 40 del Reglamento del 

Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40. 

Por los fundamentos antes expresados, denegamos la 

expedición del auto de certiorari, y la moción de auxilio 

de jurisdicción. 

Notifíquese inmediatamente por correo electrónico, 

fax y por la vía ordinaria. 

 Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones. 

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


